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elevando dicha propuesta al órgano competente de la Entidad Local a fin de que éste 
derivase el expediente a la Entidad Pública competente por razón del territorio.

La declaración de riesgo y el consecuente plan de intervención con calendario 
de actuaciones, compromisos y objetivos, está previsto para que se subsanen las 
carencias y disfunciones existentes en la familia y que perjudican a los menores, 
alcanzando los objetivos previstos en el plan de manera suficiente, lo cual permitiría a 
los servicios sociales elevar un informe motivado al órgano competente de la Entidad 
Local para que emitiera una resolución de cese de la situación de riesgo, todo ello sin 
perjuicio del seguimiento o acompañamiento profesional para garantizar la continuidad 
de una adecuada atención social.

Es por ello que en los expedientes de queja antes señalados hemos emitido resoluciones 
recomendando a las Administraciones locales implicadas que de persistir la situación de 
grave riesgo para los menores, sin suficiente compromiso o colaboración de la familia 
para solventar su problemática, se acometan los trámites conducentes a la emisión de 
una resolución declarativa de la situación de riesgo, la cual deberá incluir el específico 
plan de intervención familiar, con los compromisos y objetivos pertinentes.

3.1.2.6.2. Intervención de la Entidad Pública

Nuestra labor de supervisión de las Adminis-
traciones competentes para evitar o paliar 
situaciones de vulneración de derechos de 
menores de edad ha de centrarse también, 
por razones obvias, en el Ente Público de Pro-
tección de Menores (Delegaciones territoria-
les de Inclusión Social, Juventud, Familias e 
Igualdad de la Junta de Andalucía), por tratar-
se del garante principal de dicha protección 
y al que la legislación otorga la competencia 
para la declaración de la situación de des-
amparo (a través de la Comisión Provincial 

de Medidas de Protección) y la consecuente asunción de la tutela pública de menores 
en dicha situación.

3.1.2.6.2.1. Declaración de desamparo y consecuentes medidas en 
protección del menor

La intervención del Ente público no siempre llega a producirse con la agilidad que 
requiere la situación del menor. Se trata de un momento crítico en el que el Ente 
público valora la conveniencia de que el menor permanezca en su entorno familiar y 
social a pesar de los indicadores de desprotección detectados o, si por el contrario, resulta 
procedente una medida más contundente que conlleva la separación del menor de su 
familia, con las ventajas e inconvenientes inherentes a esta medida.

Actuamos para que 
la intervención de la 

Entidad Pública se 
realice con la agilidad 

que requiere la situación 
del niño o niña
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Sea como fuere, el interés del menor siempre ha de prevalecer como en el caso que 
analizamos de la madre de un menor tutelado por el Ente público que le fue notificada 
su resolución de desamparo cuando este hijo llevaba tiempo ingresado en un centro 
de protección y se quejaba de que estuviese en esos momentos fugado del centro y 
conviviendo con su padre, de quien ella se tuvo que separar. Era una víctima de violencia 
de género y tenía la influencia negativa en sus hijos, a los que introdujo en el consumo 
de drogas, llegando uno de ellos a fallecer como consecuencia de sus problemas de 
conducta derivados de sus adicciones.

En el informe que recibimos procedente de la Delegación Territorial de Inclusión Social, 
Juventud, Familias e Igualdad de Sevilla, se indicaba que el ingreso del menor en el 
centro se produjo a instancias de la Fiscalía, lo cual requirió de una intervención urgente 
en tal sentido. También fuimos informados de que en esos momentos se encontraba en 
trámite el procedimiento de desamparo incoado respecto de este menor y de su herma-
na, estando pendiente una cita con la madre de los menores para que pudiera aportar 
alegaciones y ser informada de los derechos que le asisten en dicho procedimiento.

Así las cosas, tras dejar transcurrir unos meses desde entonces, período de tiempo que 
consideramos suficiente para que se hubiesen decidido las pertinentes medidas de 
protección, nos volvimos a dirigir a la Delegación Territorial solicitando su colaboración 
para conocer el resultado del expediente de desamparo incoado sobre ambos menores 
y la evolución de su situación personal y familiar.

En respuesta a este último requerimiento la Delegación Territorial nos indicó que a fi-
nales de 2023 se emitió la resolución por la que se declaraba la situación de desamparo 
del menor, acordando su ingreso en un centro residencial específico para menores con 
trastorno de conducta. Asimismo, se estableció un régimen de relaciones personales 
con la progenitora y su hermana consistentes en visitas quincenales supervisadas y de 
una hora de duración.

Y respecto de la hermana la Delegación Territorial vino a precisar que en agosto de 2023 
se apreció en ella una situación de desprotección grave, pero se estimó que aún podía 
ser contrarrestada en el entorno familiar, siendo derivado su caso al correspondiente 
equipo de tratamiento familiar, dándose la circunstancia de que al poco tiempo se re-
cepcionó un acta de no aceptación del caso por este equipo, ello debido a los múltiples 
factores de riesgo asociados a los progenitores, los cuales no habían variado a pesar de 
las reiteradas intervenciones realizadas por los distintos equipos con la unidad familiar.

Ante esta información, la Delegación Territorial vino a señalar que se estaba valorando 
de nuevo la situación de la menor para adoptar una medida de protección si existieran 
indicadores de desprotección que lo justificasen.

Tras valorar la información recabada en el expediente, y desde nuestra obligada pers-
pectiva de Defensoría de la Infancia y Adolescencia en Andalucía, hubimos de resaltar 
la incongruencia de los indicadores de desprotección detectados en el expediente con 
el buen hacer que sería exigible del Ente Público de Protección de Menores. Y es que la 
intervención del Ente Público tendría que dar respuesta a tales indicadores de despro-
tección, los cuales fueron analizados con el instrumento de valoración de la gravedad 
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de riesgo, desprotección y desamparo (Valórame), concluyendo la existencia de una 
situación de desprotección grave.

En esta tesitura, ante los contrastados indicios de desprotección de la menor, la ac-
tuación congruente de la Administración habría de primar su seguridad y protección, 
adoptando de forma urgente decisiones que garantizaran sus necesidades básicas, así 
como su integridad física y seguridad personal.

Dicha actuación resultaría congruente con las competencias atribuidas al Ente Público 
de Protección de Menores por la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurí-
dica del Menor (modificada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema 
de protección a la infancia y a la adolescencia; y por la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, 
también de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia), y 
perfiladas en el título V de la Ley 4/2021, de protección a la infancia y adolescencia en 
Andalucía, que asigna a la Administración de la Junta de Andalucía como la entidad 
pública competente para el ejercicio de las funciones de protección de menores que 
implican separación del menor de su medio familiar.

Precisa el artículo 18.1 del Decreto 42/2002, de12 de febrero, regulador del Régimen de 
Desamparo, Tutela y Guarda de Menores, que la situación de desprotección en que se 
encuentren los menores habrá de dar lugar a la inmediata intervención de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, a fin de prestar la atención que requieran.

Es por ello que, ante la gravedad de los hechos relatados, reprochamos que hubieran 
transcurrido más de 10 meses desde que expusimos al inicio del expediente de queja 
la situación de riesgo de ambos hermanos, sin que respecto de la menor se hubiera 
llegado a adoptar ninguna medida de protección que la alejase de la situación de grave 
riesgo en que se encontraba, permaneciendo aún en dicha situación. Es por ello que 
emitimos una Recomendación para que fuesen revisadas las actuaciones realizadas en 
el expediente de protección de la menor y, en congruencia, se adoptasen con urgencia 
las medidas de protección que fueran necesarias para solventar los citados indicadores 
de riesgo grave, queja 23/1334.

3.1.2.6.2.2. Disconformidad con la declaración de desamparo

A lo largo del año la Defensoría ha dado trámite a un conjunto significativo de quejas 
presentadas por las familias (progenitores y resto de familia extensa) de menores 
que han sido retirados del domicilio familiar al haber sido declarados en desamparo 
y pasar a ser tutelados por la Administración Pública.

En la mayoría de los casos se trata de menores que se encuentran en situación de des-
protección debido a la problemática social que presentan sus progenitores, tanto en lo 
relativo a las condiciones materiales de la vivienda familiar, como los recursos económi-
cos con que atender sus necesidades básicas y las habilidades parentales para la crianza, 
problemática que es especialmente grave cuando está cronificada sin visos de mejora.
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